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DERECHO DE LA SEGURIDAD SOCIAL. CASO Nº 4. CONCEPTO Y CONSECUENCIAS DEL ACCIDENTE DE TRABAJO
D. Francisco Martínez, peón de la construcción al servicio de la empresa “MONSERGA”, se ocupaba de transportar, con carretillos, hormigón para la elaboración de un prisma que recubriría una tubería de conducción de agua. El hormigón era trasladado a través de la parte superior de la propia conducción, de unos 30 centímetros de anchura. La distancia desde el lugar de carga al del accidente era de aproximadamente 200 metros, de los cuales únicamente 50 cuentan con valla perimetral. El trabajador, que contaba con más de 10 años de antigüedad realizando similares funciones, cayó desde una altura superior a tres metros sobre una superficie rocosa, por el lado abierto de la pasarela la cual carecía de barandilla de protección y presentaba piso no homogéneo. A consecuencia de las lesiones ocasionadas por la caída, el diagnóstico médico afirmaba que el trabajador jamás podría trabajar nuevamente en la construcción, por lo que le fue reconocida una pensión de incapacidad permanente total, en cuantía de 14.000 euros anuales.
1- ¿Puede calificarse el suceso como un accidente de trabajo?

2- Al margen de la pensión de Seguridad Social por incapacidad permanente, ¿podría el trabajador exigir alguna otra cantidad económica tramitada a través de la Seguridad Social?

3- ¿Cabría solicitar algún tipo de indemnización al empresario? En caso de respuesta afirmativa, ¿en qué plazo? ¿Cómo se determinaría la cuantía?
4- ¿Tendría alguna incidencia que el trabajador no hubiera sido dado de alta real por su empresario?

5- ¿Cambiaría la situación de algún modo el hecho de que el trabajador hubiera caído a consecuencia del empujón de un compañero de trabajo?

JUSTIFICACIÓN Y OBJETIVOS DE LA PRÁCTICA
Las prácticas anteriores han proporcionado al estudiante no sólo conocimientos teóricos, sino también una serie de herramientas con las que poder afrontar prácticas más clásicas, que no consistan en supuestos independientes, sino en un único caso que englobe varios aspectos problemáticos y donde el alumnado deberá obtener una visión global para ofrecer una respuesta satisfactoria. Este tipo de prácticas evita, además, una distribución de cuestiones entre los componentes del grupo –si se decide apostar por el trabajo grupal- que pueda derivar en que algunos miembros desconozcan completamente alguna materia, como sí puede suceder cuando los supuestos planteados son independientes entre sí. 
Esta práctica tiene como propósito que el alumno se enfrente a un caso real (el supuesto de hecho, aunque adaptado, se elaboró tomando como referencia la STSJ de Galicia de 3-7-2006, recurso 2893/2006), y que no sólo deba determinar si la contingencia es común o profesional, sino que identifique todas las consecuencias y responsabilidades que se derivan de la producción del evento, así como su eventual compatibilidad.
Desde luego, la práctica tiene un evidente componente multidisciplinar, ya que no sólo aborda cuestiones de Seguridad Social (concepto de accidente de trabajo o requisitos de acceso a prestaciones), sino también de Derecho Civil, pues la compatibilidad entre las prestaciones de Seguridad Social y la eventual indemnización por el daño causado –así como las reglas de determinación de su importe- es fuente de numerosos litigios. La capacidad de relación entre los distintos sectores del ordenamiento es una competencia que el alumno debe adquirir, y que por ello conviene trabajar debidamente.
PROPUESTA DE SOLUCIÓN
1- ¿Puede calificarse el suceso como un accidente de trabajo?

El cumplimiento de los objetivos de esta práctica requiere que la contingencia sea calificada como accidente de trabajo, pues las siguientes cuestiones están planteadas partiendo de la premisa de que el siniestro es un riesgo profesional. Por ello, es conveniente no introducir elementos que puedan desviar al alumno de esa conclusión, que debe presentarse con suficiente nitidez. A lo sumo, quizás podría incluirse alguna conducta descuidada del trabajador, con objeto de abordar las fronteras entre la imprudencia profesional y la imprudencia temeraria. En cualquier caso, y a falta de mayores datos en la práctica, es evidente que concurre la presunción de accidente de trabajo, y la relación de causalidad también es clara, de modo que debe concluirse que se ha producido un accidente de trabajo.

2- Al margen de la pensión de Seguridad Social por incapacidad permanente, ¿podría el trabajador exigir alguna otra cantidad económica tramitada a través de la Seguridad Social?

Entre las responsabilidades que pueden derivarse de la producción de un accidente de trabajo se encuentra el recargo de prestaciones (art. 123 LGSS), que está supeditado al incumplimiento empresarial de medidas de prevención de riesgos laborales. En función de la titulación, y de la formación previa, el alumno podría desconocer las reglas básicas de la actividad preventiva, y por eso conviene que los incumplimientos empresariales se deriven sin género de dudas del supuesto, para que esas eventuales carencias formativas no repercutan negativamente en la consecución de los objetivos de la práctica. Obviamente, el estudiante debería consultar, cuando menos, la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.
En el caso propuesto, la ausencia de barandilla y el piso no homogéneo son circunstancias que sin margen de error deben conducir a considerar, pese a la falta de formación en materia preventiva, que el empleador ha incumplido sus obligaciones, y por ello será responsable del abono del recargo de prestaciones a favor del trabajador accidentado. Esa es la cantidad tramitada a través de la Seguridad Social, a diferencia de una posible indemnización civil.
El alumno debería hacer referencia en este punto a la cuantía del recargo, que puede oscilar entre el 30% y el 50% en función de las consecuencias del accidente, del grado de incumplimiento del empleador, de la imprudencia del trabajador, y, en general, de las circunstancias concurrentes. En este supuesto no concurre imprudencia del trabajador, los incumplimientos empresariales son graves y las secuelas permanentes. No obstante, el incumplimiento no es completo (las vallas cubrían una cuarta parte de la zona de peligro) y las secuelas podrían haber resultado todavía más graves, por lo que quizá no se justifica la imposición del recargo en su importe máximo, pero sí superior al 40%.
3- ¿Cabría solicitar algún tipo de indemnización al empresario? En caso de respuesta afirmativa, ¿en qué plazo? ¿Cómo se determinaría la cuantía?

La compatibilidad entre la indemnización civil y las prestaciones de Seguridad Social ha sido objeto de una importante polémica judicial y doctrinal, aún no resuelta completamente. Es claro que la indemnización es compatible con el recargo de prestaciones, tal y como expresamente dispone el art. 123.3 LGSS. Sin embargo, mientras el orden civil ha defendido tradicionalmente la plena compatibilidad entre la indemnización –que ha de solicitarse en el plazo de un año, plazo de prescripción que deriva del art. 59 ET- y las prestaciones del Sistema, el orden social consideraba que la reparación debía configurarse de forma unitaria, y que por tanto el importe de las prestaciones de Seguridad Social debía deducirse de la cuantía reconocida como indemnización por daños [STS de 2-10-2000 (Ar. 9673)]. 

La STS de 17-7-2007 (rcud. 513/2006) propició un importante cambio de doctrina. En primer lugar, esa sentencia recomienda –no es una exigencia, y el juez podría separarse de esa sugerencia fundamentando convenientemente su posición- que para la valoración del daño se utilice el baremo previsto en la legislación relativa a los daños producidos por accidentes en vehículos a motor (Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre). Comoquiera que en ese baremo se contempla la compensación por pérdida de ingresos –finalidad de las prestaciones de Seguridad Social- es lógico que la indemnización no se perciba íntegramente. La reparación del lucro cesante por esa doble vía daría lugar a un enriquecimiento injusto. 
De este modo, la indemnización se compone de varias partidas. A saber: 1) Lucro cesante por la situación de incapacidad temporal: la indemnización puede completar el subsidio hasta alcanzar la cuantía del salario real que se percibía en activo, con una finalidad similar a la de las mejoras voluntarias. 2) Daño moral por la situación de incapacidad temporal: Debe acudirse al baremo establecido en la normativa de accidentes de circulación para indemnizar los días de baja no impeditiva [la que atiende a la situación en que no se produce pérdida de ingresos], salvo el cualificado periodo de ingreso hospitalario. 3) Lucro cesante por las secuelas físicas: No procede en supuestos de incapacidad permanente absoluta, ni gran invalidez, pero sí en situaciones de incapacidad permanente total, pues la indemnización puede permitir completar los ingresos hasta el 100% del salario que correspondía en activo. 4) Daño moral por secuelas físicas: Se aplica la Tabla III del baremo de circulación. Lo que no cabe es calcular la indemnización por baremo y restar el capital coste completo de la pensión, pues son conceptos heterogéneos que, de ordinario, impiden que esa indemnización pueda realmente percibirse.

4- ¿Tendría alguna incidencia que el trabajador no hubiera sido dado de alta real por su empresario?

El art. 125.3 LGSS contempla la figura del alta presunta o de pleno derecho, especialidad de los riesgos profesionales que permite al trabajador causar prestaciones pese a no encontrarse de alta en el momento del hecho causante. Si bien la ausencia de alta no repercute en el trabajador, sí afecta al empresario, ya que ese incumplimiento formal puede hacer surgir la responsabilidad empresarial en orden a las prestaciones conforme al art. 126 LGSS.
5- ¿Cambiaría la situación de algún modo el hecho de que el trabajador hubiera caído a consecuencia del empujón de un compañero de trabajo?

Esta pregunta permite comprobar si el alumno ha comprendido la práctica, ya que obliga a contestar a las cuestiones anteriores desde otro prisma distinto. El punto de partida es el art. 115.5.b) LGSS, en el que se advierte que «la concurrencia de culpabilidad civil o criminal del empresario, de un compañero de trabajo del accidentado o de un tercero, salvo que no guarde relación alguna con el trabajo». En consecuencia, la caída provocada por un compañero debería ser calificada igualmente como accidente de trabajo.

Sin embargo, las consecuencias pueden resultar distintas. Es probable que se justifique igualmente la imputación al empresario de responsabilidad por el recargo de prestaciones, debido a la ausencia de adecuadas medidas de protección; si tales medidas se hubieran observado la probabilidad de accidente se habría reducido, o quizá sus consecuencias habrían sido menos graves. Ahora bien, la actuación del compañero de trabajo justificaría una reducción del porcentaje de recargo, que debería acercarse más al 30% que al 50%.

Además, no cabría exigir responsabilidad civil al empresario, sino que el accidentado debería dirigirse contra su compañero de trabajo. Es dudoso que esta acción deba ser tramitada ante la jurisdicción social, porque las partes no están vinculadas por un contrato de trabajo. En consecuencia, si la competencia reside en el orden civil, el trabajador disfrutaría de la plena compatibilidad de la indemnización que eventualmente le fuera reconocida y las prestaciones de Seguridad Social que haya causado.
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